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RESOLUCIÓN CS Nº xxx/24
VISTO, el artículo 75 inciso 19) de la Constitución Nacional, las Leyes 24.156 y 24.521, los Decreto 1023/2001 y 1030/2016, las Resoluciones de Consejo Superior Nº 276/2016; los Expedientes Nº747/2013, Nº 641/2024 y,
CONSIDERANDO: 
Que el Artículo 75°, inciso 19) de la Constitución Nacional, reconoció la autonomía y la autarquía de las Universidades Nacionales, lo que se perfila en la doctrina y jurisprudencia como una garantía institucional que importa un poder de autoorganización, autorregulación y autogobierno que se traduce a su vez en una potestad reglamentaria amplia y exclusiva en algunas materias.

Que tanto la doctrina como la jurisprudencia coinciden en que la autonomía implica independencia del Poder Ejecutivo Nacional.

Que la Ley N° 24.521 en el Artículo 59°, inciso f), establece que corresponde a las Universidades Nacionales aplicar el régimen general de contrataciones, de responsabilidad patrimonial y de gestión de bienes reales.

Que por el Decreto delegado N° 1.023/2001 y sus modificatorios y complementarios, el Poder Ejecutivo Nacional instituyó el régimen de contrataciones de la administración nacional, en ejercicio de facultades delegadas por la Ley N° 25.414 para determinadas materias de su ámbito de administración y resultantes de la emergencia pública, tendientes a fortalecer la competitividad de la economía o a mejorar la eficiencia de la Administración Nacional.

Que por el Decreto N° 1030/2016 y sus modificatorios se aprobó la reglamentación del Decreto delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y complementarios, para los contratos comprendidos en el inciso a) del Artículo 4° del Decreto aludido.

Que la Universidad aplica el Régimen de Compras y Contrataciones antes mencionado, en los términos establecidos en la Resolución del Consejo Superior Nº 276/2016.

Que las disposiciones del citado Decreto no obligan a adoptarlo en todas sus partes sino en las relevantes y esenciales que se ajusten a la realidad de esta Universidad, sin desnaturalizar el alcance de los procedimientos previstos en el régimen de contrataciones del citado cuerpo normativo.
Que, a diferencia de los contratos de obra pública que celebra la Universidad, el mencionado reglamento de adquisición y contratación de bienes y servicios no contempla la posibilidad de redeterminar precios cuando se produce alguna modificación en la estructura de costos de los bienes y servicios adjudicados.

Que la aplicación del Decreto N° 1030/2016 se ha visto afectada en los últimos tiempos, entre otras causas, por el aumento generalizado de los precios, las restricciones a la importación de insumos y los tiempos de sustanciación de los procedimientos de renegociación de los contratos en los términos del Artículo 96° del citado cuerpo normativo.

Que las vicisitudes económicas de la República Argentina, por cierto, recurrentes, comenzaron a experimentar un agudo acrecentamiento a partir del año 2018, acelerándose los niveles de inflación, lo que impacta no solamente en la faz de ejecución contractual, sino también en el diseño y armado de los procedimientos de selección. 

Que es el propio Estado el que ha reconocido normativamente la compleja situación económica que transita el país. Un ejemplo elocuente de esto puede verse en los considerandos del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 596/2019 y, esa situación, como es de público y notorio conocimiento, se acentuó con posterioridad al 12 de agosto del 2023, y ha sido reconocida normativamente por el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 70/2023.

Que, en este escenario, las fluctuaciones del valor de la moneda que traen como consecuencia la alteración de las prestaciones comprometidas en los contratos públicos, constituyen una preocupación central para todos los operadores del sistema. 

Que esta situación, genera por un lado, el encarecimiento de los precios de las contrataciones, atento a que, al no haber –a priori- posibilidad de actualizar en el seno de la relación contractual los valores, los oferentes inexorablemente trasladan el eventual costo a las propuestas económicas que formulan; y por otro lado, impide en los hechos planificar contrataciones a largo plazo o plurianuales, atento a que resulta dificultoso (tanto para la Universidad como para los potenciales participantes) estimar los valores que puedan representar la relación contractual.

Que asimismo la alteración de la ecuación económico-financiera de los contratos de suministro y de servicios han importado un aumento significativo de los reclamos administrativos y judiciales. 

Que la situación planteada en los considerandos precedentes conllevó a que un gran número de contrataciones se declaren fracasadas y/o desiertas o que encuentren concretadas en un grado de avance significativamente menor al que le hubiese correspondido de acuerdo con el plan de contrataciones de la Universidad.

Que, por los motivos expuestos, puede comprenderse la inserción a nivel local de mecanismos de redeterminación de precios, no circunscriptos a contrataciones de obra, y, por ende, extendidos a las adquisiciones de bienes y provisión de servicios. En este sentido, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la provincia de Buenos Aires, Córdoba, La Pampa y Mendoza expresamente han establecido la redeterminación de precios a contratos de adquisición de bienes y servicios.

Que el mismo criterio se observa al analizar los regímenes contractuales de las entidades empresariales del Estado, debido a que, han seguido la tendencia de ampliar la posibilidad de redeterminar precios a cualquier tipo de contratación que ejecuten. En efecto, los reglamentos de Administración de Infraestructura Ferroviaria Sociedad del Estado (ADIF SE), Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado (SOF SE), Aerolíneas Argentinas SA, Banco Nación, entre otras, han adscripto a la postura que venimos explicando.

Que, en consecuencia, deviene necesario aprobar un “Reglamento de Redeterminación de Precios para los contratos de adquisición de bienes y contratación de servicios”, garantizando de esta manera la continuidad de su ejecución aplicando el principio de esfuerzo compartido y permitiendo, a su vez, la celebración de nuevos contratos que otorguen mayor certeza y transparencia.

Que el dictado de la presente medida contribuirá a cumplir en tiempo oportuno con los planes anuales y plurianuales de adquisición de bienes y contratación de servicios, lo cual redundará en eficiente administración y utilización de los recursos públicos, y en satisfacer las necesidades de cada Unidad Académica y de la Unidad Central para el pleno desarrollo de las actividades académicas, de investigación y de extensión que lleva a cabo la Universidad. 

  Que, en consecuencia, si bien esta Universidad Nacional tiene presente la manda legal de aplicar el Régimen General de Contrataciones aprobado por el Decreto N° 1030/2016, este debe interpretarse en conjunto con la autonomía consagrada constitucionalmente, entendiendo a la misma como una protección valiosa y necesaria, que no debe excluir la adecuada inserción de las funciones y fines universitarios con los demás fines nacionales y sociales.

Que la existencia de una reglamentación como la que se propicia, conocida por los proveedores, favorecerá a la concurrencia y transparencia del procedimiento de contrataciones.
Que la Secretaría Administrativa y Legal ha tomado la intervención que le compete.

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos ha emitido su dictamen en los términos del Artículo 7°, inciso d) de la ley 19.549. 
Que la propuesta fue considerada y aprobada por este Consejo Superior en su 1º reunión ordinaria del 27 de febrero del corriente.
Que conforme lo establecido en el Artículo 49°, inciso a) del Estatuto de la Universidad Nacional de General San Martín, el Consejo Superior tiene atribuciones para el dictado de la presente Resolución.
Por ello, 
EL CONSEJO SUPERIOR

DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE GENERAL SAN MARTÍN

RESUELVE:
ARTÍCULO 1º.- Aprobar el Reglamento de redeterminación de precios para la adquisición de bienes y contratación de servicios de la Universidad Nacional de General San Martín, que obra como Anexo I de la presente Resolución.

ARTÍCULO 2º.- Aprobar el Modelo de Solicitud de Redeterminación, que obra como Anexo II de la presente Resolución. 
ARTÍCULO 3°º. - Encomendar a la Secretaría Administrativa y Legal a incluir en los Pliegos de Bases y Condiciones que así considere, las cláusulas que prevén la redeterminación de precios según el tipo de bien o servicio a adquirir en cada procedimiento de contrataciones. 

ARTÍCULO 4°. - Crear la Comisión de Redeterminación de precios para la adquisición de bienes y contratación de servicios de la UNSAM, la cual estará integrada por tres funcionarios designados por el Rector, y tendrá por función verificar o efectuar los cálculos, según corresponda, y emitir el respectivo Informe de Redeterminación de Precios del Contrato.

ARTÍCULO 5º.- Facultar al Rector a dictar las normas aclaratorias, complementarias y operativas necesarias a los fines de la aplicación del Reglamento de Redeterminación de Precios a los contratos de bienes y de servicios. 
ARTÍCULO 6º.- Registrar, comunicar a quienes corresponda y cumplido, archivar.
RESOLUCIÓN CS Nº xxx/24
CDOR. CARLOS GRECO
Rector
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